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MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
COMANDO GENERAL DE LAS FUERZAS MILITARES 
EJÉRCITO NACIONAL 
BATALLÓN DE OPERACIONES ESPECIALES DE    AVIACIÓN 

INFORME DE SUPERVISIÓN No. 11 
FECHA DEL INFORME LAPSO 
(01 DE NOVIEMBRE A 01 DE 

DICIEMBRE 2024) 
FECHA DEL INFORME:   
01 DE DICIEMBRE DEL 2024 

CONTRATO No. 258-CENACAVIACIÓN-2023 FECHA FIRMA CONTRATO:  
06 DE DICIEMBRE DE 2023 

1. OBJETO DEL CONTRATO:  ADQUISICIÓN AERONAVES NO TRIPULADAS CELEBRADO ENTRE EL MDN-
EJERCITO NACIONAL - CENAC DE AVIACIÓN Y LA EMPRESA GECI ESPAÑOLA SUCURSAL COLOMBIA 
 
1.1. CONTRATOS ADICIONALES Y/O MODIFICATORIOS: 
 

TIPO FECHA  OBJETO 

OMITIDO OMITIDO OMITIDO 

 
1.2. RELACIÓN DE BIENES OBJETO DEL CONTRATO   

 
 

2. VALOR DEL CONTRATO:  
 

VALOR TOTAL: El valor del presente contrato es hasta por la suma de DIEZ MIL QUINIENTOS OCHENTA 
MILLONES DE PESOS MCTE ($10.580.000.000,00) incluidos todos los impuestos de Ley que aplique. 

 
VIGENCIA 2023- PAGO ANTICIPADO: Hasta por un valor de CINCO MIL CIENTO OCHENTA Y CUATRO 
MILLONES DOSCIENTOS MIL PESOS M/CTE ($5.184.200.000,00). 
 
VIGENCIA FUTURA 2024: por valor de PESOS MCTE CINCO MIL TRECIENTOS NOVENTA Y 
CINCO MILLONES OCHOCIENTOS MIL PESOS M/CTE ($5.395.800.000,00). 
 

2.1.  DISCRIMINACIÓN DEL VALOR (PESOS)  
 

TIPO DE CONTRATO VALOR EN PESOS 
 

VALOR EN USD 
GASTOS DE 

NACIONALIZACIÓN 

VALOR TOTAL 
PESOS 

PRINCIPAL $10.580.000.000,00 ---------------- $10.580.000.000,00 
ADICIÓN Y/O 
REDUCCIÓN N/A  N/A 

VALOR TOTAL $10.580.000.000,00 ---------------- $10.580.000.000,00 
  

2.2. SITUACIÓN FORMA DE PAGO POR VIGENCIAS  
 
EN PESOS  

        

CONTRATADO PAGADO 
PENDIENTE POR 

CANCELAR TIPO DE PAGO VIGENCIA VALOR EN PESOS OBLIGACIÓN 
No 

FECHA 
OBLIGACIÓN 

ORDEN DE 
PAGO No. 

FECHA ORDEN 
DE PAGO VALOR PAGADO 

Pago anticipado  2023 $5.184.200.000,00 257523 14/12/2023 452166223 19/12/2023 $5.184.200.000,00 $0,00 

Pagos Parciales 2024 $5.395.800.000,00      $5.395.800.000,00 
TOTAL SALDO ACUERDO $10.580.000.000,00 

 
         

TOTAL ADICIÓN N/A            

TOTAL  $10.580.000.000,00         $5.184.200.000,00 $5.395.800.000,00 
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2.3. RESUMEN DE DOCUMENTOS PRESUPUESTALES 
CONCEPTO VIGENCIA 

PPTAL CDP No. FECHA 
CDP CRP No. FECHA CRP VALOR 

ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS – 
EQUIPO AÉREO ADQUIRIDO – 

FORTALECIMIENTO DE LAS 
CAPACIDADES OPERACIONALES 

CONTRA LAS AMENAZAS 
TRANSNACIONALES NACIONAL  

2023 25923 06/10/2023 143223 12/11/2023 $5.184.200.000,00 

ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS – 
EQUIPO AÉREO ADQUIRIDO – 

FORTALECIMIENTO DE LAS 
CAPACIDADES OPERACIONALES 

CONTRA LAS AMENAZAS 
TRANSNACIONALES NACIONAL 

2024 424 05/01/2024 424 05/01/2024 $5.395.800.000,00 

VALOR TOTAL EN PESOS $10.580.000.000,00 
 

3. SITUACIÓN DE ENTREGAS: EL SIGUIENTE ES EL MATERIAL RECIBIDO A LA FECHA: 
 

El plazo máximo de ejecución del contrato es el 30 de mayo del 2024 
 
RUBRO PRESUPUESTAL C-1502-0100-38-0-1502080-02 ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS -EQUIPO 
AÉREO ADQUIRIDO FORTALECIMIENTO DE LAS CAPACIDADES OPERACIONALES CONTRA LAS 
AMENAZAS TRANSNACIONALES NACIONAL. 
 

 
3.1. BALANCE DE BIENES RECIBIDOS POR RUBROS Y POR RECURSOS 
 
VIGENCIA 2023 

RUBRO / DESCRIPCIÓN  RECURSO  SITUAC VALOR DEL 
RUBRO (CRP) 

VALOR 
ACUMULADO 

RECIBIDO 
 ANTERIOR 

VALOR A 
PAGAR 

ENTREGA 
ACTUAL  

VALOR 
PENDIENTE POR 

RECIBIR  

ADQUISICIÓN DE BIENES Y 
SERVICIOS – EQUIPO AÉREO 

ADQUIRIDO – FORTALECIMIENTO DE 
LAS CAPACIDADES OPERACIONALES 

CONTRA LAS AMENAZAS 
TRANSNACIONALES NACIONAL 

11 CSF $5.184.200.000,00 0,00 0,00 $5.184.200.000,00 

TOTAL RUBRO CRP $5.184.200.000,00 0,00 0,00 $5.184.200.000,00 
 
NOTA 1: Se realiza pago anticipado por el valor de $5.184.200.000,00, se hace aclaración que no se ha recibido ninguna clase 
de bienes con la vigencia 2023. 
 

VIGENCIA 2024 

RUBRO / DESCRIPCIÓN  RECURSO  SITUAC VALOR DEL 
RUBRO (CRP) 

VALOR 
ACUMULADO 

RECIBIDO 
 ANTERIOR 

VALOR A 
PAGAR 

ENTREGA 
ACTUAL  

VALOR 
PENDIENTE POR 

RECIBIR  

ADQUISICIÓN DE BIENES Y 
SERVICIOS – EQUIPO AÉREO 

ADQUIRIDO – FORTALECIMIENTO DE 
LAS CAPACIDADES OPERACIONALES 

CONTRA LAS AMENAZAS 
TRANSNACIONALES NACIONAL 

11 CSF $5.395.800.000,00 0,00 0,00 $5.395.800.000,00 

TOTAL RUBRO CRP $5.395.800.000,00 0,00 0,00 $5.395.800.000,00 
 

3.2 BALANCE DE BIENES Y/O SERVICIOS RECIBIDOS  
 

ENTREGAS FECHA VALOR EN PESOS 
PRIMERA ENTREGA  0,00 

TOTAL BIENES RECIBIDOS  0,00 
PENDIENTE POR RECIBIR VIGENCIA 2023  $5.184.200.000,00 
PENDIENTE POR RECIBIR VIGENCIA 2024  $5.395.800.000,00 
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VALOR INICIAL DEL CONTRATO  $10.580.000.000,00 
VALOR ADICIÓN  0,00 

TOTAL VALOR DEL CONTRATO  $10.580.000.000,00 
 

4. RESUMEN DE PÓLIZAS 
 

CONTRATO PRINCIPAL 
Póliza de seguro de cumplimiento No 18-44-101094423 ANEXO 0  
Aseguradora: SEGUROS DEL ESTADO NIT. 860.009.578-6 
Fecha de expedición: 06 DE DICIEMBRE 2023 
Fecha certificado de aprobación: 07 DE DICIEMBRE 2023 
Fecha de aprobación: 07 DE DICIEMBRE 2023 
 

AMPAROS VIGENCIA VALOR 
ASEGURADO DESDE HASTA 

Cumplimiento del contrato 06/12/2023 30/05/2025 $3.174.000.000,00 
Devolución del pago anticipado 06/12/2023 30/11/2024 $5.184.200.000,00 
Pago de salarios, prestaciones sociales 
legales e indemnizaciones laborales 06/12/2023 30/05/2027 $529.000.000,00 

Calidad y correcto funcionamiento de los 
bienes 

SI AMPARA, 1 AÑOS, 0 MESES 
Y 0 DÍAS $4.232.000.000,00 

 
Póliza de seguro de responsabilidad civil excontractual derivada de cumplimiento 
No 18-40-101069470 ANEXO 0  
Aseguradora: SEGUROS DEL ESTADO NIT. 860.009.578-6 
Fecha de expedición: 06 DE DICIEMBRE 2023 
Fecha certificado de aprobación: 07 DE DICIEMBRE 2023 
Fecha de aprobación: 07 DE DICIEMBRE 2023 
 

AMPAROS VIGENCIA VALOR 
ASEGURADO DESDE HASTA 

Pedidos, labores y operaciones 06/12/2023 30/05/2024 $464.000.000,00 
Contratistas y subcontratistas  06/12/2023 30/05/2024 $464.000.000,00 
Vehículos propios y no propios 06/12/2023 30/05/2024 $464.000.000,00 

 
5. TRABAJOS Y/O ACTIVIDADES REALIZADAS:  
 

1. El día 05 de noviembre mediante radicado No. 2024432029885682 se recibe respuesta por parte de 
la Dirección de Adquisiciones del Ejercito Nacional negando la solicitud del CUF del contrato 258-
CENACAVIACION-2023 

2. El día 07 de noviembre de 2023 se realiza audiencia en las instalaciones de la Central Administrativa 
y Contable Especializada de Aviación, donde se da lectura de la resolución No. 20241800030183683 
POR LA CUAL SE RESUELVE EL PROCESO SANCIONATORIO CONTRACTUAL EN CONTRA DE 
LA EMPRESA GECI ESPAÑOLA SUCURSAL COLOMBIA. 

3. El dia 26 de noviembre de 2023 se recibe recurso de reposición por parte de la empresa GECI 
ESPAÑOLA SUCURSA COLOMBIA con respecto a la decisión tomada en la resolución mencionada 
anteriormente.  

 
 
6. AVANCE TOTAL DEL PROYECTO: 

 
 

 
 
 
 

VALOR TOTAL EJECUTADO % EJECUCIÓN FÍSICA %EJECUCIÓN FINANCIERA 

$10.580.000.000 0,00 % 49,00% 
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7. CRONOGRAMA DE EJECUCIÓN 

 
OMITIDO 
 

8. NOVEDADES Y/O INFORMACIÓN DE IMPORTANCIA 
 
OMITIDO 
 

9. ANEXOS AL INFORME 
 

• Radicado No. 2024432029885682 (02 folios) 
• Resolución No. 20241800030183683 (52 folios) 
•  Recurso de Reposición (16 folios) 

 
 
 
 
 
 
 

MY. ÁLVARO ENRIQUE SARMIENTO DUARTE 
Cargo: Ejecutivo y 2do cdte BAOEA 

Supervisor Contrato No. 258-CENACAVIACIÓN-2023 
Celular: 3158270939 
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Señor Coronel 
HECTOR GERMAN CRUZ LARA – Ordenador del Gasto  
Dirección Central Administrativa y Contable Especializada de Aviación  
CENAC AVIACION  
 
 
Referencia : Recurso de Reposición 

Procedimiento Administrativo Sancionatorio Contractual – 
Incumplimiento Contractual compraventa No. 258-
CENACAVIACION-2023 (adquisición de aeronaves no 
tripuladas). 

 
 
JOHN VILLAMIL CASALLAS, identificado con la cedula de ciudadanía número 
79.362.127 y Tarjeta Profesional número 91.849 expedida por el Consejo Superior 
de la Judicatura, la cual me acredita como abogado en ejercicio, actuando en mi 
calidad de apoderado de la empresa GECI ESPAÑOLA SUCURSAL COLOMBIA, 
condición ya reconocida dentro de la actuación de la referencia, con el presente 
escrito procedo a presentar y sustentar RECURSO DE RESPOSICIÓN en contra 
de la resolución No. 2024180030183683 de fecha 7 de Noviembre del 2024  
recibida en los correos electrónicos de las partes intervinientes el día viernes  8 de 
noviembre del 2024 a las 18:31 horas. 
 

OBJETO DEL RECURSO 
 

Tiene por objeto el presente recurso que se revoque en su totalidad la resolución 
No. 2024180030183683 de fecha 7 de Noviembre del 2024 recibida en los correos 
electrónicos de las partes intervinientes el día viernes 8 de noviembre del 2024 a 
las 18:31 horas, en primer lugar para que se reconozca  que la misma se tomó con 
lesión de las garantías del debido proceso, en especial, el del derecho de defensa 
entendido como la facultad de presentar pruebas y  controvertir las existentes 
obligándose a retrotraer las actuaciones para ajustarlas a los estándares 
Constitucionales, Legales y Jurisprudenciales, este acto de corrección garantizará 
a la administración que la decisión que se llegare a tomar, tenga firmeza ante la 
jurisdicción contenciosa administrativa en caso de activarse el control de legalidad 
por esta vía.  En segundo lugar, por supuesto, en el remoto caso de no prosperar el 
primer objetivo del recurso, se solicita se revoque la resolución No. 
2024180030183683 de fecha 7 de noviembre del 2024 recibida en los correos 
electrónicos de las partes intervinientes el día viernes 8 de noviembre del 2024 a 
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las 18:31 horas, declarando que existen circunstancias objetivas y externas a la 
voluntad de la empresa GECI ESPAÑOLA SUCURSAL COLOMBIA que han 
originado el retraso en la fecha límite otorgada para efectos de entrega del bien 
objeto del contrato.  
 
Argumentos de sustento del recurso: 
 
Sea lo primero dejar sentadas las bases del recurso de reposición desde la óptica 
del reconocimiento de estar en presencia de un procedimiento reglado bajo los 
parámetros de protección Constitucional artículo 29 de nuestro ordenamiento 
superior, donde la potestad sancionadora de la administración recogida en los 
artículos 6,12 y 122 de la Constitución Política debe armonizarse con el postulado 
ineludible del debido proceso, debido proceso que no se cumple porque 
simplemente el operador que lo debe respetar diga que lo cumplió, en efecto, el 
derecho fundamental del debido proceso es el pilar de legalidad de toda decisión 
que involucre una sanción “ius puniendi” y dentro de la categoría del debido proceso, 
la merma de garantía  sobre el derecho de defensa cobra aún mayor relevancia 
cuando se hace alegación de violación a este. Además, a lo anterior el artículo 17 
de la 1150 menciona el debido proceso como principio rector en materia 
sancionatoria de las actuaciones contractuales. 
 
Ahora bien, es sabido que quien alega una violación al debido proceso corre con la 
obligación de indicar cual norma o aparte procedimental fue el que si se violó por 
quien tenía la corresponsabilidad de garantizar su respeto, con el fin de cumplir esta 
obligación es importante indicar que la principal característica de un proceso de 
carácter sancionatorio es que el mismo sea claro para las partes en cuanto se refiere 
a cada una de sus etapas las cuales deben ser preclusivas y progresivas, quiere 
decir que las mismas no pueden ser mezcladas en su ejecución so pena de crear 
confusión para los intervinientes; y esto es precisamente lo que ocurrió en el 
presente asunto; pues una vez citados conforme lo enseña el artículo 86 de Ley 
1474 de 2011 en el mes de junio del 2024 y hacer lectura de las circunstancias de 
hecho que motivaron dicha citación, lo que se dio acto seguido,  fue la búsqueda de 
unas fórmulas de acuerdo entre los convocantes y convocados para lograr finiquitar 
el objeto del contrato en beneficio principalmente de la administración pública, 
espacio aperturado que resultó afortunado llegando a un acuerdo en que se fijaba 
como fecha de reanudación de la audiencia el 30 de septiembre del 2024. 
 
En esa primera citación el suscrito manifestó expresamente (solicito revisar récord 
de audio) que no haría uso del traslado para presentar descargos ni solicitar pruebas 
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ya que la dinámica de la audiencia había tomado un cause distinto al que fuimos 
convocados, en igual sentido se pronunció el apoderado de la aseguradora. Hasta 
allí, ninguna irregularidad Señor Coronel, ya que lo ocurrido no afecta ningún 
procedimiento, pues las partes están claras de lo que esta sucediendo y es en 
beneficio mutuo.  
 
Luego se hace otra citación para el 10 de septiembre, reanudando el procedimiento 
administrativo sancionatorio para verificación de avances del proyecto y la ejecución 
del item 5 sobre la capacitación del personal que viajaría a España en cumplimiento 
también de lo acordado en la primera audiencia. Se realizaron compromisos mutuos 
para el cumplimiento de esta fase muy importante de la ejecución del contrato. El 
viaje a España del personal de oficiales y suboficiales se logró según el cronograma 
presentado por GECI ESPAÑOLA SUCURSAL COLOMBIA y por las gestiones 
realizadas por la CENAC para el otorgamiento de los permisos, esto por la 
proyección de avances para el cumplimiento del objeto del contrato. Seguimos sin 
presentar ninguna afectación al debido proceso; las partes entendíamos que 
estábamos en una fase de consecución del cumplimiento del objeto contractual por 
los plazos acordados desde la primera citación dentro del trámite administrativo 
sancionatorio.  
 
Posteriormente somos citados para otra audiencia el 16 de octubre del mismo año, 
en esta oportunidad se reclama por la administración el no cumplimiento total de los 
compromisos adquiridos y se menciona los porcentajes de avances en los mismos. 
Y se hace referencia a un nuevo cronograma presentado por GECI ESPAÑOLA 
SUCURSAL COLOMBIA donde se hace mención el 2 de diciembre del 2024 como 
fecha de finalización de ensamble del bien contratado. También se indica por la 
representante legal que se requiere de unos documentos que solo los puede firmar 
el comandante del Ejército Nacional de Colombia, el cual solo puede ser gestionado 
a través del supervisor del contrato Mayor QUINTERO, el documento es una 
certificación de usuario final, ya que el bien por entregar se enmarco en la categoría 
de armamento militar. El presidente de la compañía española, DANIEL JIMENEZ 
RANDELL indica que se está en un nivel de ejecución bastante avanzado. También 
hace referencia a las licencias de exportación, las cuales tan solo se dan una vez al 
mes, finalizando su intervención reiterando la necesidad de que se otorgue un 
tiempo adicional para la entrega de un bien con muy altas prestaciones. El suscrito 
hace una intervención recogiendo las palabras del supervisor del contrato, se 
reconoce que hasta la fecha no se ha entregado el bien, pero que se deben analizar 
todas las circunstancias. La intervención del suscrito se realiza conforme a la 
dirección que se le está dando a la misma. No existe evidencia que se hubiese dado 
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traslado para descargos, presentación de pruebas y controvertir las que tuviese la 
administración, nótese que siempre se indica en común la necesidad de que se 
otorgue ampliación del término para la entrega, necesidad que se conjuga con el 
tiempo que se requiera por la administración para la obtención de la firma del 
documento que permita la exportación del bien con destino a Colombia.  
 
Luego el señor apoderado de la Aseguradora, indica que el “no ha presentado los 
descargos al interior de esta audiencia pues obviamente en nueve minutos no podrá 
presentar descargos”, centrando su intervención en los adelantos de la gestión 
ejecutiva para la obtención del objeto contractual. 
 
Quedando hasta el momento entendido por los convocados a esta audiencia que el 
trámite procesal con el cual se había iniciado este trámite no había sido modificado 
por la administración y seguíamos en la búsqueda de alternativas para el logro del 
cumplimiento del contrato.  
 
Luego interviene el oficial jurídico CENAC y dice: “… lo que imposibilita la ampliación 
del término si no hay motivos o argumentos suficientes para dicha actuación.” Con 
esta manifestación del oficial jurídico CENAC, queda más que claro que de lo que 
se estaba tratando en esta audiencia del 16 de octubre era sobre una prórroga para 
entrega del bien y no para traslado a fin de presentar descargos por el contratista y 
el garante, mucho menos se mencionó practica de pruebas solicitadas por los 
mismos y/o decretadas por el director de la audiencia. Lo que sucede a continuación 
es una serie de intervenciones entre el ordenador del gasto y otros asistentes a la 
audiencia virtual, intervenciones que tampoco se enmarcan dentro de una práctica 
probatoria, pues no existe dentro de la actuación un auto resolución que así lo 
determine, tampoco se apertura esa etapa de practica probatoria, no se decretaron 
pruebas, en resumen, la  dirección de la audiencia jamás indicó a las partes que se 
precluía una etapa procesal para dar paso a la siguiente. 
 
Es aquí Señor Coronel donde se empieza a evidenciar la vulneración del debido 
proceso ya que el concepto del DEBIDO PROCESO es precisamente eso, que los 
intervinientes tengan la posibilidad absolutamente clara de saber y entender en qué 
fase del procedimiento señalado se encuentran, no debe haber confusión y de 
presentarse le corresponde al director de la audiencia aclarar de manera expresa, 
si no lo hace, se entra en el plano de la vulneración con la consecuente afectación 
a un derecho fundamental. Y esto es precisamente lo que sucedió y se advirtió por 
el suscrito, sin que se recibiera explicación, aclaración o lo más importante 
corrección a lo sucedido.  
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El ordenador del gasto dice que se van a estudiar todas las pruebas y valoraciones 
que indicaron, lo que no se dijo en esa audiencia es a que pruebas y que 
valoraciones se refería, si ni siquiera se nos había dado traslado para esos efectos, 
en ese momento solo se estaba analizando la posibilidad de una prórroga para la 
entrega del bien; y luego el ordenador del gasto realiza la siguiente manifestación 
violatoria del principio de imparcialidad. “…esperamos que a finales de este mes ya 
tener una decisión, muy seguramente ustedes ya saben cuál va a ser el camino.”  
 
Ante esta manifestación los apoderados realizamos manifestaciones al respecto, 
con lo cual está claro que el fenómeno de la convalidación no operó. 
 
El oficial jurídico CENAC, menciona en dicha audiencia que “..eso es algo que cada 
administración o cada entidad gubernamental o del estado maneja sus 
procedimientos” (resaltado propio) con esta manifestación esta más que claro la 
descontextualización del proceso administrativo sancionatorio adelantado por la 
CENAC en la medida que se ve como algo particular al interior de cada 
administración o cada entidad gubernamental o del estado y no como un 
procedimiento reglado legalmente, sobre el cual la jurisprudencia se ha ocupado en 
múltiples fallos, indicando precisamente que no se trata de un procedimiento que 
permita la interpretación particular de cada entidad, sino que por el contrario las 
entidades públicas en general se deben al respeto de la garantías inmersas en la 
Ley y la Constitución. 
 
La administración pública en general tiene límites a su potestad sancionadora, no 
se entiende como puede verse como algo particular al interior de cada entidad 
pública, el consejo de Estado dijo: 
 
POTESTAD SANCIONADORA DE LA ADMINISTRACION - Límites / POTESTAD 
SANCIONADORA DE LA ADMINISTRACION - Justificación histórica y 
dogmática / POTESTAD SANCIONADORA DE LA ADMINISTRACION - 
Caducidad de los contratos  
 
La caducidad de los contratos ha sido enmarcada dentro de la potestad 
sancionadora que en la actualidad se reconoce a las administraciones públicas, de 
forma tal que se enmarca en el ámbito de las prerrogativas de poder que se otorga 
a las autoridades para la consecución de los intereses generales. Esta capacidad 
de imponer castigos como respuesta del ordenamiento jurídico ante una acción u 
omisión prevista como infracción no tuvo un reconocimiento pacífico en las 
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democracias occidentales (...) El derecho administrativo sancionador es un derecho 
en formación, de forma tal que las construcciones del derecho penal resultan útiles 
cómo punto de partida, pero su trasposición no es horizontal se deben matizar y 
deben adaptar a la praxis administrativa y especialmente responder a los intereses 
que las organizaciones administrativas gestionan. En otros términos, principios 
como la tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad son propios del derecho público 
por lo que las elaboraciones que se utilizan del derecho penal deben ser 
relativizadas para responder a principios como la eficacia, celeridad, imparcialidad, 
publicidad y economía, consagrados en el artículo 209 de la constitución. Por 
consiguiente, en el ámbito administrativo la sanción no es un fin sino un instrumento 
adicional con el que se cuenta para la consecución de las competencias asignadas, 
de allí que el poder punitivo que le es confiado deba ser siempre el resultado de la 
ponderación de dos extremos: el respeto por las garantías sustanciales y 
procedimentales de los ciudadanos sobre los que la potestad recae y el que se 
constituya en una herramienta para el correcto ejercicio de las funciones; sin dicha 
ponderación no es posible explicar en el ámbito administrativo la facultad de 
imponer un castigo. ( sección tercera.consejero ponente ENRIQUE GIL BOTERO 
20738 del 22 de octubre del 2012)  
 
Finalizando la audiencia se dice por parte del oficial jurídico CENAC que “voy a 
valorar cada una de las pruebas que están solicitando, si es del caso 
decretarlas o no, o simplemente se negaran porque no vemos necesidad de 
seguir decretando y dilatando este procedimiento”. Aquí nace una nueva 
violación y contradicción argumentativa, nótese que primero se dice que se van a 
valorar cada una de las pruebas que están solicitando, esto sería adecuado bajo 
dos presupuestos (i) que se hubiese dado traslado para solicitud probatoria y (ii) 
que se hubiesen decretado, pues ni lo uno ni lo otro ocurrió.  
 
Seguidamente menciona que, si es del caso decretarlas o no, o simplemente se 
negaran porque no vemos la necesidad de seguir decretando, definitivamente 
existen argumentos contradictorios. (i) solo se decreta lo solicitado (ii) Igualmente si 
se niega debe notificarse la negativa indicando el razonamiento. (iii) cuando se dice 
que no vemos la necesidad de seguir decretando, es porque con antelación ya 
realizo el decreto de pruebas, pues nunca se decretaron pruebas a favor de GECI 
ESPAÑOLA SUCURSAL COLOMBIA. Aquí se concreta otra vulneración al debido 
proceso frente al tema probatorio, pues no se dio el traslado para esos efectos con 
la consecuencia de ausencia de posibilidad de presentar las que se considerarían 
fundamentales para que la decisión fuera diferente a la recurrida, dentro de los 
registros de audio el suscrito mencionó que se tenían más de 6 solicitudes 
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probatorias que incidirían en el resultado final, pero nunca se apertura el espacio 
procesal para esos efectos, y no es como se menciona que en varias oportunidades 
nos dieron el uso de la palabra y que por ese hecho se garantizó el debido proceso 
y el derecho de defensa.  
 
En realidad, el uso de la palabra se da con unos fines determinados y no para que 
la parte diga lo que considere o para que se imagine para que le están dando el uso 
de la palabra, aquí funge un principio del debido proceso, cada etapa tiene su 
espacio de inicio y de culminación, el procedimiento es preclusivo y progresivo.  
                                                                       
Adicional a lo anterior, Una vez presentados los descargos por el contratista citado 
y el garante, practicadas las pruebas solicitadas por estos y decretadas por el 
director de la audiencia, éste dará la palabra al contratista y/o a su apoderado para 
que alegue de conclusión; acto seguido le dará la palabra al garante para el mismo 
fin. La etapa de alegatos no está consagrada en el artículo 86 de la Ley 1474 de 
2011, pero en aplicación del principio de integración normativa y de conformidad a 
la jurisprudencia del Consejo de Estado, se debe hacer remisión al artículo 48 de la 
Ley 1437 de 2011, que lo consagra expresamente en concordancia con el artículo 
29 de la Carta Política. 
 
Si se observa ya en el desarrollo de la audiencia surtida el 8 de noviembre del 2024, 
se presentó una solicitud de corrección de irregularidades a las voces del articulo 
41 de la ley 1437 del 2011, indicando que se debe una justificación fáctica adecuada 
a travéz de una valoración probatoria integral y que si no existió la posibilidad de 
solicitar medios  de pruebas conducentes, pertinentes y útiles con el fin no de 
prorrogar el plazo de entrega sino de que no se declare el incumplimiento, es 
materialmente imposible emitir un acto administrativo bajo la óptica de la legalidad.  
 
Por eso se alegó la necesidad de acudir a la corrección de las irregularidades 
evidentes con el fin de evitar a futuro perjuicios a la administración cuando se tenga 
que acudir a la jurisdicción contenciosa administrativa para que en dicha sede se 
decrete la nulidad de lo actuado. Luego de esta intervención, se me interroga, 
“Doctor Villamil estas fueron sus alegaciones de conclusión”, respondo, no señor, le 
agradezco que se me pregunte, no quisiera que luego que se decida esta solicitud 
de corrección, se proceda a decidir sin darme la posibilidad de alegar en conclusión, 
se escucha una voz que no puedo identificar, entonces prepárese para alegar, se 
da el uso de la palabra a otros intervinientes, se suspende la audiencia para decidir. 
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Se reanuda pasadas tres horas más o menos y se empieza a leer la resolución que 
ahora se repone, previa una recusación del abogado de la aseguradora a la cual no 
se le da trámite alguno y no se corre traslado para legaciones cuando la 
jurisprudencia del Consejo de Estado dice como se mencionó en líneas precedentes 
que debe hacerse por remisión al artículo 48 de la Ley 1437 de 2011, que lo 
consagra expresamente en concordancia con el artículo 29 de la Carta Política, 
ahora si la dirección de la audiencia consideró que no procedía la etapa de 
alegación dentro de este tipo de tramites era su deber argumentar porque razón su 
parecer es más ajustado a derecho que el del Consejo de Estado pero al no hacerlo, 
está incurso en vía de hecho, incluso aperturando la posibilidad de acudir a la 
Jurisdiccion Constitucional ya que estamos agotando los recursos ordinarios que se 
nos otorgan para la corrección de actos violatorios de derechos fundamentales, en 
concreto el debido proceso en correlación con el derecho de defensa. 
 
Es un hecho que la sanción impuesta causa un grave perjuicio a GECI ESPAÑOLA 
SUCURSAL COLOMBIA, por lo cual se solicita acceder al primer objetivo del 
presente recurso, esto es, que se reconozca  que la misma se tomó con lesión de 
las garantías del debido proceso, en especial, el del derecho de defensa entendido 
como la facultad de presentar pruebas y  controvertir las existentes obligándose a 
retrotraer las actuaciones para ajustarlas a los estándares Constitucionales, Legales 
y Jurisprudenciales, este acto de corrección garantizará a la administración que la 
decisión que se llegare a tomar, tenga firmeza ante la jurisdicción contenciosa 
administrativa en caso de activarse el control de legalidad por esta vía. 
           
Véase lo acontecido en otro asunto decidido por el Consejo de Estado. 
 
43. A lo anterior se agrega que en los procedimientos administrativos 
sancionatorios, en este caso de naturaleza contractual, tal derecho tiene papel 
preponderante de cara a las afectaciones que sus resultados pueden generar en los 
derechos de los contratistas, a la vez que armoniza y responde a la realización del 
interés público que persigue el contrato estatal orientado a la continua y eficiente 
prestación de los servicios y bienes a su cargo. De manera que las sanciones que 
puede generar el incumplimiento del contratista, sin importar su gravedad, de 
ninguna manera pueden ser impuestas de plano por parte de la Administración. De 
allí que la función legal y constitucional del procedimiento se erija como garantía en 
la construcción de la decisión del Estado frente al individuo, a partir de la realización 
de los derechos fundamentales en que se enmarca el debido proceso. 
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114. Sobre el particular, según lo señalado por la Sala Plena de la Sección 

Tercera71, criterio que ha sido reiterado por la Subsección72, la declaratoria de 
caducidad viciada de nulidad conlleva una pérdida de oportunidad, un daño 
jurídicamente relevante que se deriva directamente de la inhabilidad prevista en el 
artículo 8o de la Ley 80 de 1993, la cual impide al afectado contratar con las 

entidades estatales y obtener un provecho económico por ello73.  
 

FALLA: 
 
PRIMERO: MODIFICAR la sentencia del 23 de octubre de 2017, proferida por el 
Tribunal Administrativo de Antioquia y, en su lugar, se dispone:  
 
“PRIMERO: DECLARAR LA NULIDAD de las Resoluciones 58517, 58547 y 60218 
de 1996, proferidas por las Empresas Públicas de Medellín E.S.P., mediante las 
cuales se declaró́ la caducidad del contrato 2/DJV-1757/24 de 1996 y se confirmó́ 
dicha determinación, respectivamente.  
 
“SEGUNDO: CONDENAR a las Empresas Públicas de Medellín EPM E.S.P. a 
pagar la INCOLTES LTDA. la suma de ciento cincuenta millones setecientos 
cuarenta mil sesenta y un pesos m/cte ($150’740.061), por concepto de la 
devolución de lo cobrado a esta última sociedad a título de cláusula penal 
pecuniaria.  
 
“TERCERO: CONDENAR EN ABSTRACTO a las Empresas Públicas de Medellín 
EPM E.S.P. a pagar, a favor de la parte actora, la indemnización por concepto de 
perjuicios materiales, modalidad daño emergente y lucro cesante, con fundamento 
en las bases establecidas en la parte motiva de las sentencias de primer y segundo 
grado, numerales 6.2.2. y 113, respectivamente.  
 
CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN A Consejero Ponente: JOSÉ ROBERTO 
SÁCHICA MÉNDEZ Bogotá́ D.C., cuatro (04) de septiembre de dos mil veintitrés 
(2023) Radicación: 050012331000199701257 02 (61.029).- (…) 
 
Dentro del cuerpo de la resolución recurrida se resalta que se mencionan criterios 
jurisprudenciales que indican el respeto que se debe en este tipo de actuaciones 
al debido proceso trascribió la resolución lo siguiente: “Así lo ha expresado la 
Honorable Corte Constitucional en Sentencia C-499 de 2015, Magistrado Ponente 
MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO, al manifestar: "El derecho fundamental a un 
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debido proceso, previsto en el artículo 29 de la Constitución Política, se aplica 
tanto en los procesos judiciales como en las actuaciones administrativas. Este 
derecho comprende una serie de garantías, conforme a las cuales las actuaciones 
ante los jueces o ante las autoridades administrativas, en su trámite, deben 
respetar los derechos de las personas involucradas y facilitar que se logre la 
aplicación correcta de la justicia. Hacen parte de las antedichas garantías: (i) el 
derecho a la jurisdicción, que a su vez conlleva los derechos al libre e igualitario 
acceso a los jueces y autoridades administrativas, a obtener decisiones motivadas, 
a impugnar las decisiones ante autoridades de jerarquía superior, y al 
cumplimiento de lo decidido en el fallo; (ii) el derecho al juez natural, identificado 
como el funcionario con capacidad o aptitud legal para ejercer jurisdicción en 
determinado proceso o actuación, de acuerdo con la naturaleza de los hechos, la 
calidad de las personas y la división del trabajo establecida por la Constitución y 
la ley; (iii) el derecho a la defensa, entendido como el empleo de todos los medios 
legítimos y adecuados para ser oído y obtener una decisión favorable. De este 
derecho hacen parte, el derecho al tiempo y a los medios adecuados para la 
preparación de la defensa; los derechos a la asistencia de un abogado cuando sea 
necesario, a la igualdad ante la ley procesal, a la buena fe y a la lealtad de todas 
las demás personas que intervienen en el proceso; (iv) el derecho a un proceso 
público, desarrollado dentro de un tiempo razonable, lo cual exige que el proceso 
o la actuación no se vea sometido a dilaciones injustificadas o inexplicables; (v) el 
derecho a la independencia del juez, que solo es efectivo cuando los servidores 
públicos a los cuales confía la Constitución la tarea de administrar justicia, ejercen 
funciones separadas de aquellas atribuidas al ejecutivo y al legislativo; y (vi) el 
derecho a la independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre 
deberán decidir con fundamento en los hechos, conforme a los imperativos del 
orden jurídico, sin designios anticipados ni prevenciones, presiones o influencias 
ilícitas" (subrayado fuera de texto). 
 
De igual forma, la entidad les garantizo el debido proceso al contratista y al 
garante, conforme lo establecido en el artículo 17 de la ley 1150 el cual dispone:  
 
"ARTÍCULO 17. DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO. El debido proceso será 
un principio rector en materia sancionatoria de las actuaciones contractuales. En 
desarrollo de lo anterior y del deber de control y vigilancia sobre los contratos que 
corresponde a las entidades sometidas al Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública, tendrán la facultad de imponer las multas que hayan sido 
pactadas con el objeto de conminar al contratista a cumplir con sus obligaciones. 
Esta decisión deberá estar precedida de audiencia del afectado que deberá tener 
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un procedimiento mínimo que garantice el derecho al debido proceso del 
contratista y procede sólo mientras se halle pendiente la ejecución de las 
obligaciones a cargo del contratista. Así mismo podrán declarar el incumplimiento 
con el propósito de hacer efectiva la cláusula penal pecuniaria incluida en el 
contrato. (...)" (subrayado fuera de texto)  
 
Lo anterior hace más relevante la revocatoria solicitada en la medida que son 
derechos que la administración sabe que debe respetar desde lo real y no desde 
lo formal, no son derechos para enunciar su respeto, son derechos para efectivizar 
su alcance. 
 
Frente a lo anunciado en la audiencia del 16 de octubre del 2024, en el sentido que 
se nos indicará si ya había un prejuzgamiento cuando se nos dijo  “…esperamos 
que a finales de este mes ya tener una decisión, muy seguramente ustedes ya 
saben cuál va a ser el camino.” quedo en evidencia la advertencia realizada desde 
esa fecha, ya que la última audiencia se surtió el viernes 8 de noviembre del 2024, 
donde se realizaron varias solicitudes de corrección y se presentaron diferentes 
argumentos sobre el trámite adelantado, luego de la suspensión por espacio de 
más o menos tres horas se apertura la audiencia y se proceden a leer las más de 
50 paginas terminando pasadas la 17 horas, ya siendo las 18:31 horas del 8 de 
noviembre del 2024 llega a los correos electrónicos  la resolución numero No. 
2024180030183683 de fecha  de fecha 7 de Noviembre del 2024  quiere decir lo 
anterior, que la audiencia surtida el 8 de noviembre del 2024 fue tan solo una 
citación para leernos lo que ya se había decidido por la administración evidenciado 
una vulneración más al debido proceso y a las garantías fundamentales que recoge 
la misma jurisprudencia citada en la resolución atacada mediante este recurso. 
 
Por todo lo anterior, reitero la solicitud de revocatoria de la resolución atacada, para 
que en un acto reflexivo y adecuado a la Constitución Política, articulo 29; a la 
normatividad legal, el artículo 86 de la Ley 1474 de 2011 en armonía con el 
desarrollo jurisprudencial de las jurisdicciones Constitucional y Contencioso 
administrativo; se retrotraiga lo actuado para adelantar un trámite bajo los 
estándares ya referidos.   
 
Frente al segundo objetivo del recurso presentado y sustentado en esta 
oportunidad, el cual busca en caso de prosperar el anterior, que se revoque la 
resolución No. 2024180030183683 de fecha 7 de noviembre del 2024 recibida en 
los correos electrónicos de las partes intervinientes el día viernes 8 de noviembre 
del 2024 a las 18:31 horas, declarando que existen circunstancias objetivas y 
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externas a la voluntad de la empresa GECI ESPAÑOLA SUCURSAL COLOMBIA 
que han originado el retraso en la fecha límite otorgada para efectos de entrega del 
bien objeto del contrato.  
 
El sustento de este pedimento se encuentra en las tres (3) profundas alegaciones 
presentas dentro de la ejecución del contrato cuando se solicitaron las prórrogas y 
la administración se negó a acceder a dichas solicitudes, pero que a la postre fueron 
aceptadas como argumento para otorgar un plazo mayor  de entrega del bien  dentro 
del trámite del proceso administrativo sancionatorio, pero nótese que ninguno de los 
argumentos y documentos expuestos en las solicitudes de prorroga fueron 
valorados como pruebas, esto es de fácil comprobación pues la administración 
señaló:    
 
“MEDIOS DE PRUEBA 

 
1. Contrato de compraventa N° 258-CENACAVIACIÓN-2023.  

2. Garantía Única de Cumplimiento No. 18-44-101094423 - Anexo 0.  

3. Oficio N° 2024634013847503 de fecha 31 de mayo de 2024.  

4. Resolución N° 2024180014350833 del 7 de junio de 2024. Por medio del cual 

se inicia una actuación administrativa.  

5. Citaciones vía correo electrónico.  

6. Poderes de la compañía aseguradora y contratista.  

7. Acta de Reunión N° 2024180017724703, realización audiencia proceso 

administrativo  sancionatorio del 10 de julio de 2024.  

8. Oficio No 2024634017788273 de fecha 12 de julio de 2024.  

9. Resolución No 2024180018164483 de fecha 17 de julio de 2024.  

10. Oficio No 2024634019193603 de fecha 25 de julio de 2024.  

11. Oficio No 2024634022471423 de fecha 27 de agosto de 2024.  

12. Oficio No GE3BVS-15 de fecha 10 de septiembre de 2024.  

13. Citaciones vía correo electrónico.  

14. Acta de Reunión N° 2024180023942753 de fecha 10 de septiembre de 2024.  

15. Oficio No 2024634025531273 de fecha 24 de septiembre de 2024.  

16. Oficio No GE3BVS-16 de fecha 30 de septiembre de 2024.  

17. Oficio No 2024634026376013 de fecha 1 de octubre de 2024.  

18. Citaciones vía correo electrónico.  

19. Acta de Reunión N° 2024180027880273 de fecha 16 de octubre de 2024.  

mailto:villamilquinteroabogados@gmail.com


  

 

 

John Villamil Casallas  Cel., 3124346041 - Sara Elizabeth Quintero  Cel., 3187083752  

E-mail: villamilquinteroabogados@gmail.com -   Carrera27 B No 70-53 Interior 101 Bogotá 

 

13 

20. Oficio del supervisor, de fecha 21 de octubre de 2024” 

Sin mayor esfuerzo, puede observarse que solo existen dos pruebas que 
anteceden a la citación para inicio del proceso administrativo sancionatorio, en ese 
orden de ideas no se percibe el análisis debido referente a tipicida, culpabilidad y 
antijuricidad que merece todo acto sancionatorio, estos temas por supuesto deben 
realizarse para el periodo de ejecución contractual y no posterior al mismo, pues 
en reiteras oportunidades se dijo por la administración dentro del trámite 
sancionatorio que el término de presentación ya había fenecido.  
 
Entonces, el reproche que debía hacerse era sobre ese plazo contractual  y no 
sobre otro alguno, ya que de hacerse así se estaría aceptando por la 
administración que se dio una prórroga a la ejecución del contrato y eso 
precisamente fue lo que no se dio, además es evidente también que se viola el 
principio de estricta tipicidad pues se estaría haciendo referencia a circunstancias 
fácticas diferentes a las mencionadas en la audiencia de inicio del trámite 
sancionatorio administrativo realizada el 12 de julio del 2024, la jurisprudencia de 
todo el derecho sancionatorio es pacifica al indicar  que cuando el operador jurídico 
que pretende ejercer el poder punitivo varia la circunstancia fáctica que entraña la 
sanción, viola principios básicos de las garantías de defensa, Usted podrá observar 
Señor Coronel que en la resolución se menciona una circunstancia fáctica de 
incumplimiento al plazo otorgado del 30 de septiembre dentro del tramite 
administrativo sancionatorio, entonces la pregunta es, ¿esto fue lo que se dijo en 
la audiencia del 12 de julio del 2024 cuando se leyeron los cargos sobre los cuales 
debíamos  realizar descargos y presentar pruebas? La respuesta es lógica, NO, y 
es NO por imposibilidad temporal, nadie podría haber sabido el 12 de julio lo que 
sucedería el 30 de septiembre del 2024 o incluso el 8 de noviembre del 2024 día 
de la última audiencia. 
 
Vemos como el principio está estudiado por el Consejo de Estado en la sentencia 
ya referida así: CONTRATACION ESTATAL - Imposición de una sanción 
administrativa. Exigencias / TIPICIDAD DE LA CONDUCTA - Aplicación de la 
garantía de la lex certa  
 
La ultima exigencia es la referente a la necesidad de una “lex certa”, se trata también 
de una garantía de orden sustancial consistente en que el contenido de la infracción 
debe ser lo suficientemente claro y preciso para que aquel a quien va dirigida 
comprenda en que consiste la infracción administrativa. Es cierto que en el derecho 
administrativo sancionatorio se permite la utilización de conceptos jurídicos 
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indeterminados que en la labor de subsunción que realiza el operador deben ser 
concretados; no obstante, la existencia de los mismos no implica discrecionalidad 
de la administración para decidir el contenido del ilícito, porque como muy bien lo 
ha sostenido la doctrina, dichos conceptos indeterminados admiten sólo una 
solución posible, de tal manera que no existe una libertad de elección por parte de 
la autoridad. Por contera, es inconstitucional (si se trata de la ley) o ilegal (si se trata 
del desarrollo reglamentario) expresiones vagas que le otorguen al ente 
sancionatorio la posibilidad de decidir cual es el contenido del comportamiento 
prohibido, esto no sólo genera inseguridad jurídica sino que a todas luces es 
contrario al principio de igualdad.  
 
Por lo anterior, se le solicita que al momento de decidir el presente recurso se haga 
claridad sobre cuáles fueron los conceptos de tipicidad, culpabilidad y antijuricidad 
asignados a mi representada, enmarcando cada uno de ellos en una temporalidad 
fáctica que corresponda al pedido de ejecución del contrato; para esta labor de 
inequívoca tipicida le solicito expresamente se haga mención a las tres (3) 
solicitudes de prorroga donde se argumentó las condiciones geopolíticas y de 
desabastecimiento que impedía cumplir los plazos establecidos, y no es que no se 
conocieran las condiciones geopolíticas que además no necesitan prueba por ser 
hechos notorios, lo que si no era dable conocer eran las consecuencias de dichas 
condiciones, consecuencias que en el mundo han sido cambiantes mes a mes en 
diferentes campos de la industria y la economía.   
 
El Consejo de Estado se ha pronunciado al respecto así:  
 
“CADUCIDAD DE LOS CONTRATOS ESTATALES - Teoría de la infracción 
administrativa / ACTUACION SANCIONADORA DE LA ADMINISTRACION - 
Aplicación de los principios de tipicidad, antijuricidad y culpabilidad  
 
La aplicación de los principios de tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad son 
predicables de toda actuación sancionatoria confiada a la Administración; ahora 
bien, no se trata de una aplicación idéntica a la que realiza el derecho penal, en 
razón a que estos deben modularse para acomodarse a las particularidades de la 
actuación administrativa. A su vez, la construcción general de una teoría de la 
infracción administrativa no implica desconocer que cada ámbito de la 
administración presenta especificidades que conllevan a la necesidad de un análisis 
sectorial de los mencionados principios.”  
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Al analizarse las solicitudes de prorroga realizadas con antelación a la fecha límite 
para el cumplimiento contractual podrá llegarse a la conclusión que no existe 
culpabilidad en el incumplimiento, pues desde antes a la fecha límite se anunciaron 
las circunstancias justificativas del mismo, las que se proyectan incluso a la 
temporalidad del presente recurso. Veamos que dijo el Consejo de Estado al 
respecto. 
 
“CONTRATACION ESTATAL - Imposición de una sanción administrativa. La 
conducta objeto de sanción debe ser culpable / EXIGENCIA DE 
CULPABILIDAD - Principio de personalidad de las sanciones  
 
La culpa se constituye en el factor exclusivo de atribución en el ámbito 
sancionatorio. Por contera, la posibilidad de declarar responsabilidad depende en 
todo momento de la necesaria realización de un juicio de reprochabilidad que 
implica que sólo actúa culpablemente aquella persona que de acuerdo con el 
ordenamiento jurídico podía proceder de otra manera; por consiguiente, luego de 
este juicio genérico de culpabilidad si procede aplicar técnicas concretas para su 
determinación (imputación propiamente dicha) precisando (de acuerdo con el 
injusto) si el comportamiento se realizó́ a título de dolo o culpa. (...) salvo disposición 
expresa en contrario, al operador administrativo corresponde constatar la existencia 
del elemento culpabilidad y para ello debe acreditar tres componentes: 1. La 
imputabilidad, toda vez que debe establecer que el sujeto pasivo del poder punitivo 
tiene la capacidad de responder; 2. La relación psíquica entre el administrado sobre 
el que recae la sanción y el hecho descrito como infracción administrativa. En otros 
términos debe establecer la intención y determinar si se actuó a título de dolo o 
culpa, y; 3. La no existencia de supuestos facticos que excluyan la responsabilidad. 
(...) la exigencia de culpabilidad tiene como manifestación en el derecho 
administrativo sancionatorio el principio de personalidad de las sanciones, mediante 
el cual se impone un límite al ius puniendi del Estado comoquiera que la 
responsabilidad derivada del ilícito administrativo no puede extenderse a un sujeto 
distinto del infractor, llegar a una conclusión distinta supondría suprimir la exigencia 
de dolo o culpa en la realización del supuesto de hecho prohibido en la norma.” 
 
Este otro aspecto brilla por su ausencia siguiendo el miso derrotero, nada se estudió 
frente a las solicitudes de prorroga desde la órbita de la culpabilidad, se mencionan 
temporalidades diferentes que no obedecen al desarrollo propio del contrato, sino a 
los cumplimientos propuestos dentro del trámite administrativo sancionatorio, 
quedando por fuera de la órbita contractual lo cual impide sostener una sanción en 
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dichos compromisos, pues en estricto sentido no hacen parte del contrato 
propiamente dicho. 
 
Por todo lo anterior, solicito se revoque la sanción impuesta para en su lugar proferir 
resolución exonerando a GECI ESPAÑOLA SUCURSAL COLOMBIA por estar la 
resolución  No. 2024180030183683 de fecha 7 de noviembre del 2024 recibida en 
los correos electrónicos de las partes intervinientes el día viernes 8 de noviembre 
del 2024 a las 18:31 horas, fincada en una tipicidad distinta a la que fuera sustento 
de la apertura del trámite y además por estar demostrada la ausencia de 
culpabilidad a título de dolo o culpa. Quedando demostrado que el retraso en la 
entrega del bien objeto del contrato obedece a causas externas comprobables y 
demostradas con antelación a la fecha límite fijada contractualmente.   
              
Respetuosamente, 

 

 
JOHN VILLAMIL CASALLAS  
C.C. No. 79´362.127 de Bogotá 
T.P. No. 91.849 del C. S. de la J.  
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